
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD / ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / EL TÉRMINO PARA DICTAR SENTENCIA ES OBJETIVO Y LA NULIDAD OPERA DE PLENO DERECHO / RECUENTO JURISPRUDENCIAL.

En efecto, al margen del régimen de las nulidades previsto en los artículos 132 a 138 del CGP, que prevé aquellas que son subsanables y las que no admiten saneamiento…, desde el año 2010, con la vigencia de la Ley 1395, empezó a abrirse paso en el sistema procesal civil colombiano lo que se ha dado en denominar la duración razonable del proceso, para poner el servicio de la administración de justicia a tono con lo que mandan los artículos 228 de la Constitución Nacional y 4° de la Ley 1285 de 2009.

Para seguir esa línea, en la nueva legislación procesal civil (Ley 1564 de 2012), al trámite de los procesos se les imprimió también un término puntual de duración, tanto en primera como en segunda instancia, esto con el fin de asegurar pronta, cumplida y eficaz solución a los asuntos sometidos al conocimiento de los jueces; pero, a diferencia de la Ley 1395, el artículo 121 del nuevo estatuto fue más allá, y señaló una específica consecuencia al incumplimiento de tales términos.

Prevé esa norma que: (…) Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia. (…)

… la cuestión no ha sido tan pacífica como pareciera, porque un primer acercamiento a la norma del CGP fue el que plasmó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema en la sentencia STC-8849 de julio de 2018, en la que concluyó: 

“este tipo de nulidad, al operar de «pleno derecho», surte efectos sin necesidad de reconocimiento, de suerte que no puede recobrar fuerza, ni siquiera por el paso del tiempo o la inacción de las partes, de allí que se excluya la aplicación del principio de invalidación o saneamiento”. (…)

Unos días después, el 24 de agosto de 2018, la Corte Constitucional, en la sentencia T-431 de 2018, aunque desatendió el amparo por cuanto no halló que en el caso concreto analizado su hubiesen superado los términos que señala el artículo 121, en la parte considerativa, como un dicho de paso (obiter dicta) ilustró en el sentido de que: 

"… en la sede de acción de tutela debe considerarse que el juez ordinario no incurre en defecto orgánico al aceptar que el término previsto en el artículo 121 del Código General del Proceso, para dictar sentencia de primera o de segunda instancia, si bien implica un mandato legal que debe ser atendido, en todo caso un incumplimiento meramente objetivo del mismo no puede implicar, a priori,  la pérdida de la competencia del respectivo funcionario judicial y, por lo tanto la configuración de la causal de nulidad de pleno derecho de las providencias dictadas por fuera del término fijado en dicha norma, no opera de manera automática”. (…)

… la misma alta Corporación, ya no como dicho de paso, como lo hizo la Corte Constitucional, sino que esa fue la razón para decidir (ratio decidendi), recogió esa postura y retomó el criterio plasmado en la sentencia STC-8849 citada, para dejar sentado que, definitivamente, la aplicación del artículo 121 es objetiva y trae como consecuencia la declaración de pleno derecho de la nulidad de aquello que se haya surtido luego de vencidos los términos y, como consecuencia de ello, la imposibilidad de sanearse en los términos del artículo 136 del CGP, como señala la colegiatura Constitucional, es decir, desechando de tajo ese raciocinio. Incluso advirtió que tal declaratoria es oficiosa, como deber correctivo del Juez.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

            SALA UNITARIA CIVIL-FAMILIA
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio once de dos mil diecinueve

Expediente: 66001-31-03-002-2017-00062-01
Revisado el presente proceso, y dada la constante e ineludible posición asumida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia sobre la pérdida de competencia que contempla el artículo 121 del CGP, se halla que no será posible proceder a su admisión, tal como pasa a explicarse.

En efecto, al margen del régimen de las nulidades previsto en los artículos 132 a 138 del CGP, que prevé aquellas que son subsanables y las que no admiten saneamiento, como las que derivan de proceder contra una providencia ejecutoriada del superior, revivir un proceso legalmente terminado o pretermitir íntegramente una instancia (art. 136, par.), o el haber dictado sentencia careciendo de jurisdicción o de competencia funcional o por el factor subjetivo, o haber actuado después de declarada una de estas situaciones (art. 138), e incluso de la nulidad de pleno derecho de la prueba obtenida con violación del debido proceso (art. 13), desde el año 2010, con la vigencia de la Ley 1395, empezó a abrirse paso en el sistema procesal civil colombiano lo que se ha dado en denominar la duración razonable del proceso, para poner el servicio de la administración de justicia a tono con lo que mandan los artículos 228 de la Constitución Nacional y 4° de la Ley 1285 de 2009. 

Para seguir esa línea, en la nueva legislación procesal civil (Ley 1564 de 2012), al trámite de los procesos se les imprimió también un término puntual de duración, tanto en primera como en segunda instancia, esto con el fin de asegurar pronta, cumplida y eficaz solución a los asuntos sometidos al conocimiento de los jueces; pero, a diferencia de la Ley 1395, el artículo 121 del nuevo estatuto fue más allá, y señaló una específica consecuencia al incumplimiento de tales términos. 
Prevé esa norma que: 
“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la providencia dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni participación de las oficinas de apoyo judicial. El juez o magistrado que recibe el proceso deberá informar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sobre la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.

…

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite recurso.

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia.

Para la observancia de los términos señalados en el presente artículo, el juez o magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.

El vencimiento de los términos a que se refiere este artículo, deberá ser tenido en cuenta como criterio obligatorio de calificación de desempeño de los distintos funcionarios judiciales.” (Se subraya)

A primera vista, la norma es diáfana, en cuanto a que la cuestión es meramente objetiva, pues transcurridos los términos aludidos, la pérdida de competencia, por ser de pleno de derecho es automática, cualquier actuación a partir de ese momento quedaría viciada de nulidad y le estaría vedado a las partes sanearla. 

Sin embargo, 

“este tipo de nulidad, al operar de «pleno derecho», surte efectos sin necesidad de reconocimiento, de suerte que no puede recobrar fuerza, ni siquiera por el paso del tiempo o la inacción de las partes, de allí que se excluya la aplicación del principio de invalidación o saneamiento.

En otras palabras, una interpretación finalística de la codificación actual, de configurarse la eventualidad contemplada en el tantas veces mencionado artículo 121, lleva a concluir como inoperante el saneamiento regulado en el artículo 136 de la obra en cita, aun a pesar de que los intervinientes hubieran actuado con posterioridad al vicio, guardando soterrado silencio o lo hubiesen convalido expresamente, porque esto contradice el querer del legislador, dirigido a imponer al estamento jurisdiccional la obligación de dictar sentencia en un lapso perentorio, al margen de las circunstancias que rodeen el litigio e, incluso, de las vicisitudes propias de la administración de justicia, desde su punto de vista institucional.

Y agregó que, por tratarse de una nulidad de pleno derecho, que “traduce un vicio invalidatorio de orden procesal con entidad superior a las anomalías que otrora preveía este ordenamiento” es inaceptable el saneamiento. Fuera de que fijó la vista en la necesidad de cumplir tratados internacionales suscritos por Colombia, como el Pacto de Derechos Civiles y Políticos del 16 de diciembre de 1966, ratificado con la ley 74 de 1968. 

Unos días después, el 24 de agosto de 2018, la Corte Constitucional, en la sentencia T-341 de 2018, aunque desatendió el amparo por cuanto no halló que en el caso concreto analizado su hubiesen superado los términos que señala el artículo 121, en la parte considerativa, como un dicho de paso (obiter dicta), ilustró en el sentido de que: 

… en la sede de acción de tutela debe considerarse que el juez ordinario no incurre en defecto orgánico al aceptar que el término previsto en el artículo 121 del Código General del Proceso, para dictar sentencia de primera o de segunda instancia, si bien implica un mandato legal que debe ser atendido, en todo caso un incumplimiento meramente objetivo del mismo no puede implicar, a priori,  la pérdida de la competencia del respectivo funcionario judicial y, por lo tanto la configuración de la causal de nulidad de pleno derecho de las providencias dictadas por fuera del término fijado en dicha norma, no opera de manera automática.  

1. En esa medida, tendrá lugar la convalidación de la actuación judicial extemporánea en los términos del artículo 121 del CGP, bajo el razonamiento expuesto por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que se menciona en los fundamentos jurídicos 96 al 102 de la presente providencia, esto es: cuando lo que se pretenda sea la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial y la obtención de resultados normativos institucionales, siempre dentro del marco de la garantía del plazo razonable y el principio de la lealtad procesal.

2. Por el contrario, la actuación extemporánea del funcionario judicial no podrá ser convalidada y, por tanto, dará lugar a la pérdida de competencia, cuando en el caso concreto se verifique la concurrencia de los siguientes supuestos: 

(i) Que la pérdida de competencia se alegue por cualquiera de las partes antes de que se profiera sentencia de primera o de segunda instancia.

(ii) Que el incumplimiento del plazo fijado no se encuentre justificado por causa legal de interrupción o suspensión del proceso.

(iii) Que no se haya prorrogado la competencia por parte de la autoridad judicial a cargo del trámite para resolver la instancia respectiva, de la manera prevista en el inciso quinto del artículo 121 del CGP.

(iv) Que la conducta de las partes no evidencie un uso desmedido, abusivo o dilatorio de los medios de defensa judicial durante el trámite de la instancia correspondiente, que hayan incidido en el término de duración del proceso.

(v) Que la sentencia de primera o de segunda instancia, según corresponda, no se haya proferido en un plazo razonable. 

Criterio que, inicialmente, fue aceptado por la Sala de Casación Civil, como se observa en la sentencia STC-14507 del 7 de noviembre de 2018, en la que se indicó:

…la sentencia de primera instancia no podía invalidarse pese a haber sido emitida después de transcurrido el término señalado en el artículo 121 del Código General del Proceso, porque dicho lapso no es de carácter objetivo, y ninguna alegación en tal sentido elevaron las partes antes de ser  proferida la decisión, conclusión que obtenida mediante ese razonamiento, no solo torna en intrascendente el reclamo sobre el momento desde el cuál se contó el término para fallar, sino que, al no poder tildarse de caprichosa o arbitraria, no es pasible de reproche alguno en este especial escenario de protección de derechos fundamentales.

A pesar de ello, la misma alta Corporación, ya no como dicho de paso, como lo hizo la Corte Constitucional, sino que esa fue la razón para decidir (ratio decidendi), recogió esa postura y retomó el criterio plasmado en la sentencia STC-8849 citada, para dejar sentado que, definitivamente, la aplicación del artículo 121 es objetiva y trae como consecuencia la declaración de pleno derecho de la nulidad de aquello que se haya surtido luego de vencidos los términos y, como consecuencia de ello, la imposibilidad de sanearse en los términos del artículo 136 del CGP, como señala la colegiatura Constitucional, es decir, desechando de tajo ese raciocinio. Incluso advirtió que tal declaratoria es oficiosa, como deber correctivo del Juez.

Posición que se ha consolidado; así por ejemplo, en las sentencias STC 14827 y STC 14822, ambas del 14 de Noviembre de 2018, se hizo hincapié en que: 
Entonces, la hermenéutica que en esta oportunidad reitera la Corte, la que inicialmente fue plasmada en la sentencia (STC 8849-2018), alude a que el anotado plazo para dictar sentencia corre de forma objetiva, salvo interrupción o suspensión del litigio, norma, por demás vigente y aplicable, desde que comenzó a regir el Código General del Proceso, sin que tal postura fuera cambiada por el precedente que en efecto, citó el Tribunal encausado en la providencia censurada (T-341 de 2018)…

Y más adelante, en la sentencia STC-14918 del 14 de noviembre de 2018, sostuvo que:
…el precepto 121 ibídem determina que «será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia», de donde emerge que no había lugar a predicar que la formulación de nulidad no era atendible por cuanto ya se había dictado fallo de segundo grado, pues, a la luz de la jurisprudencia enantes transcrita, lo que le correspondía era realizar un «pronunciamiento de fondo» en punto de si había operado o no la pérdida de competencia enrostrada, mismo que se declinó.

4.4.- La anterior circunstancia deja al descubierto la trasgresión de las prerrogativas del gestor, tanto más que, «al tenor del artículo 13 del Código General del Proceso, las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento y en ningún caso podían ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, menos aun cuando éstas reglamentan uno de los factores de competencia que contempla el estatuto procesal vigente» (Cfr. CSJ STC8849-2018, 11 jul. 2018, rad. 2018-00070-01).
4.5.- Con base en lo anterior, habrá de enmendarse tal proceder disponiéndose que sean adoptados los correctivos a que haya lugar de cara al canon 121 del Código General del Proceso, es decir, que el colegiado accionado deberá pronunciarse de fondo relativamente a la formulación de «nulidad de pleno derecho insaneable» radicada por el petente el 10 de julio de este año, atendiendo al efecto, entre otras cosas, las pautas aquí trazadas, consultando las disposiciones legales que gobiernan la materia.”

E incluso, en reciente fallo, la misma Corte, en la providencia STC 427-2019 del 24 de enero de 2019, aun cuando el problema jurídico que planteaba la tutela era la violación del debido proceso derivado de la negación de un recurso de apelación, oficiosamente realizó el control del término establecido en el artículo 121, para determinar que operó la pérdida de la competencia por superar el plazo de un año para dictar sentencia en primera instancia. 

En su parte pertinente, dice el fallo que:

…en este orden de ideas, se advierte que en el caso sub-examine, el termino establecido en el artículo 121 de la nueva codificación procesal civil actualmente se encuentra más que superado, si en cuenta se tiene que la demandada fue notificada del juicio de liquidación de la sociedad conyugal en julio de 2017, además el trámite de este proceso no se interrumpió y tampoco se suspendió por alguna causa legal, de manera que era deber del estrado judicial atacado declarar la pérdida automática de la competencia a partir del día en que se cumplió el plazo de un año para dictar sentencia, contado desde la notificación de la parte demandada, circunstancia que conllevó a la vulneración de la garantía al debido proceso del actor (Se subraya)
Igualmente, en otro reciente proveído, STC-1553-2019 del 14 de febrero del presente año, insistió en la aplicación objetiva del artículo 121 del CGP. Allí categóricamente expuso que:

“Esta colegiatura, en pasada oportunidad y sobre el tópico acotado, aseguró que el vencimiento de los términos contemplados en el artículo 121 del Código General del Proceso para el proferimiento de la correspondiente sentencia, acarrea que el funcionario respectivo pierda “automáticamente la competencia para conocer del proceso”, por lo que debe “(…) remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la competencia dentro del término máximo de seis (6) meses.” (inciso 2º).

En armonía con ese canon, el inciso 6º de tal norma, dispone que “será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que allá perdido competencia para emitir la respectiva providencia.”

Se trata pues, de reglas particulares que, por su especialidad, se sobreponen o prevalecen a las generales de las nulidades procesales, especialmente, a las de los preceptos 136 y 138 ibídem. 

Así, correcto es entender que la circunstancia de no dictarse el respecto fallo en la oportunidad fijada por el legislador, trae consigo la inmediata pérdida de la competencia del juez, quien, por ende, no puede, a partir de la extinción del plazo para ello, adelantar actividad procesal alguna, al punto de que si la realiza, esta es nula, de pleno derecho.

Significa lo anterior, que las actuaciones extemporáneas del funcionario son nulas por sí mismas y no porque se decreten. La nulidad deriva del mandato del legislador y no de su reconocimiento judicial. Por ello, no hay lugar al saneamiento del vicio, ni a la convalidación de los actos afectados con él. La invalidación se impone y, consiguientemente, siempre debe ser declarada, incluso en los casos en que ninguna de las partes la reclame.

Los términos previstos en el C. G. de P. no constituyen una formalidad. Se trata de una búsqueda de la justicia material para los administrados y justiciables en el Estado Constitucional de Derecho, de modo que los juicios no se deben someter a plazos interminables, de nunca acabar.  El remedio no puede ser peor que la enfermedad. Solo hay justicia si las controversias se resuelven rápida y cumplidamente, en lapsos razonables, de modo que la ciudadanía, crea en sus jueces, y en el Estado, porque sus litigios se decidirán prontamente y sin dilaciones. El juez del Estado contemporáneo comprende las necesidades de la ciudadanía y acata responsablemente sus deberes cuando dispensa justicia a tiempo y en forma transparente. El verdadero juzgador es adalid de la confianza legítima, de la seguridad jurídica y de la inclusión y reconocimiento de derechos. Esta tarea la verifica al sentenciar con seguridad jurídica y de la inclusión y reconocimiento de derechos. Esta tarea la verifica al sentenciar con celeridad, comprometido con políticas públicas de solución ágil de controversias a su cargo… 

Determinación que se mantiene inalterable, según se revisa en la sentencia STC8529-19 del 28 de junio pasado. 

Se puede concluir, entonces, con base en este reiterado entendimiento vertical, que la consabida discusión en torno a la ocurrencia de la nulidad de pleno derecho ha sido de momento zanjada, no obstante que se trata de decisiones adoptadas en acciones de tutela, que constituyen criterio auxiliar y cuyos efectos son inter partes, como también ocurre con la sentencia T-341 citada, solo que en esta, el análisis que se hizo en torno al artículo 121 fue al margen de la verdadera razón para definir aquel amparo, pues a la postre, en el caso vertido allí no se había superado el término del año para dictar el fallo, desde cuando hizo tránsito al nuevo estatuto procesal. En cambio, se reitera, en la radical y consolidada posición de la Sala de Casación Civil, la ratio era, precisamente, si vencido ese término, como en cada caso acontecía, se podía seguir actuando o no. 

Esa es la razón por la cual corresponde a esta Colegiatura, no obstante los efectos contrarios que sobre la comunidad judicial y los usuarios en particular engendra una decisión de esta naturaleza, amoldarse a las directrices trazadas por la Sala de Casación Civil, lo cual contribuirá, a la postre, mientras se mantenga la aludida interpretación, a que el proceso se siga desenvolviendo sin más tropiezos, pues si esta Sala siguiera actuando, a pesar del vencimiento del término para que se dictara la sentencia en primera instancia, ante una eventual reclamación de orden constitucional, ya se sabe, se arrasaría no solo con lo decidido allí, sino con el trámite surtido en esta sede, en desmedro, aún mayor, de los litigantes.
Dicho lo anterior y descendiendo al caso concreto, se observa que el término previsto en el citado artículo 121 del CGP se encuentra más que vencido, dado que, si se parte de la notificación a los últimos de los demandados, que ocurrió por conducta concluyente el 14 de agosto de 2017 (f. 208), para el momento de dictar el fallo, que lo fue el 30 de enero de 2019 (f. 271 a 280), ya se había superado el año que prevé la norma, tanto más si se advierte que la prórroga que autoriza el inciso 5º del citado canon y que se realizó por el despacho mediante auto de la misma fecha de la sentencia (30 de enero de 2019) igualmente se produjo por fuera del plazo. 
Esto, teniendo en cuenta que no se reporta en el plenario causal de interrupción o suspensión legal del proceso que permita contabilizar de manera diferente el término, sin que se pueda decir que la audiencia de instrucción y juzgamiento celebrada el 23 de abril de 2018 y en la cual se expuso el sentido del fallo, sirva como límite para la contabilización del año que indica la norma, pues en realidad el proceso termina con la sentencia, y esta fue proferida el 30 de enero de 2019, cuando ya estaba superado el término de un año previsto en el citado artículo 121. Es más, la misma norma señala que si la providencia se va a dictar por escrito, deben respetarse aquellos límites temporales. 
En consecuencia, no queda más alternativa a esta Sala que la de declarar que todo lo actuado a partir del 14 de agosto de 2018, cuando se cumplía el año para dictar la respectiva sentencia, se encuentra cobijado por la anunciada nulidad de pleno derecho. Así se hará y se impartirán las demás órdenes, entre ellas, la de remitir el proceso al Juzgado de origen para que, previos los registros pertinentes, se informe al Consejo Superior de la Judicatura y envíe el expediente al juzgado que le sigue en turno (Juzgado Tercero Civil de Circuito de Pereira). 

En parecer de esta Sala, a falta de una regulación expresa del asunto en la nulidad de que ahora se trata, para no hacer más gravosa la situación de las partes, se aplicarán los efectos de que trata el inciso segundo del artículo 138 del CGP en lo que a las pruebas atañe, esto es, que las que fueron practicadas con audiencia de los intervinientes, conservarán su validez y eficacia. 
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria de Decisión Civil-Familia,

RESUELVE:
PRIMERO: Se decreta la nulidad de todas las actuaciones procesales surtidas con posterioridad al 14 de agosto de 2018, tal como se expuso en la parte motiva, dentro del proceso de la referencia, por haber operado la pérdida de competencia señalada en el artículo 121 del CGP.

Las pruebas practicadas con audiencia de las partes conservarán su validez y eficacia. 

SEGUNDO: Se ordena la remisión del expediente al Juzgado de origen para que, una vez realizadas las anotaciones pertinentes, se informe al Consejo Superior de la Judicatura y se envíe al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, que le sigue en turno.  

Notifíquese

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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